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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomas y Valiente, Presidente: don Fernando Garcia·Mon y
González-Rcgueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra,_~tagistra.
dos, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.685/1988. interpuesto por la
Procuradora dona María de las Mercedes Blanco Fernandez, designada
en el turno de oficio para la representación de dona María Magdalena
Domínguez de Miguel. asistida del letr<ldu don Eloy Manuel HerR'ro
Reino, contra la sentencia del Juzgado de lnstruccion núm. 1 de Madnd,
dictada el 2 de dieicmbn.' de 1987 en apelación de la del Juzgado de
Distrito núm. 30 de la misma ciudad en el jukio de faltas núm.
Ll24/1986. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y don t>.Iariano Pacheco
faura, parte apelada en dicho procedimiento. representado por el
Procurador don Fernando Gala Escribano y aSistido del Letrado don
José Collado Rores. siendo Ponente don Vicente Gimeno Scndra, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

l. f.1 ~5 de octubre de 19S8. dona J\-laria Magdalena Domingucz de
r..-liguel presentó ante este Tribunal un escrito soliCItando d nombra­
miento de Procurador de Olil'lO a fín de interponer recurso de ampilfO.
Tras ,los trámites ptrtim'nlt'~_ se lm'o por designada de afíeio a la_
Procuradora dOl'la !\taria de bs f\h:rccdes Blanco Fcrnanda qUien. en
unión del Letrado designado por la recurrente, en su comparecencia
inicial. formalizaron, mediante escrito registrado en este Trihunal el 20
de diciembre de 19S5, la corrl:spondlente demanda de amparo.

2. La demanda tiene su origl:ll en los siguientes antecedentes de
hecho:

A) EI18 de marzo dI: 1%6 falkc¡ó. a consC'CUl'ncia de un accidente
de circulaCión. el marido de la rccurn:nte. don Andrés Que\(~do Lacallc.
Por tales hechos se siguieron los autos de juicio de faltas núm. 1< 124/g6
ante el ('ntonces -Juzgado de Distrito núm. 30 de Madrid. El 9 de
septiembre de 1987 se- dictó scnh'ncia cuya declaración de hechos
probados recogía que, a consecuencia d(" una colisión producida entre el
vehículo conducido por el fallccido y la parte trasera del camión
M-6165-DL. conducido por su propietario. don Mariano Pach-:co Faura,
al invadir aqlld el carril de circulación def('í..~ho «por calls:!s que se
desconoct:m•. d esposo de la actora sufnó lesiones que determínaron su
po'>teríor fallecimiento. En CflI1SCCUl'nua. el fallo de la citada "'cntencia
absolvía a don Mariano Pacheco Faura y declaraha que una vez <dirme
esta resolución ,>e dictase Auto de responsabilidad civil objetiva :\ f,nor
de la \'illJa doúa Magdalena Domíngue7 de Migue!».

B) Contra la anterior rc.<;oluÓÓn recurríó en apelaci,)n la d..:man·
dante. cOITt:spí.JIldie-ndo su conocimiento al Juzgado Jc-Instrucción núm.
I Je Madnd. En la vista del recurso. la actor..! pidIÓ la revocanón de la
sl'ntencia, mientras que. por su parte, tanto el Ministerio Fiscal como

.)'ala Prim('J'O. Sentenáa JIJ/19Y2. de 14 de j"'J/wo. Recurso
de. amparo 1685/1988. Contra Sentencia del Ju::gado de
im[(UCClÓfl número J de Madrul. dlcwda t'll apclaciún de
lti dI:! llegado de' Distrito número 30 igllalmc11tl' de
,\'!adrid en juicio de Jaltas por accidente de mi/leo un¡
resultado de muer/C'. Vulneración dC'I derecho a la tlltcl/l
judicial (fi:'cfÍva (m1ormaJio in pC(/lS" (r('l'isióll indehidll de
fa declaruezún re!alú"a al fladJ11Í('fI!O de la ac<;:ióll l.'1nl).
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thn \lnriallO P;.¡cheC'O Faura, como apelados. pidieron que ~c nmfirmasc
b mi~Ina. El 1 de diciembre de 19P, se pronunció la sentt:Dcia de
;\pClaCil.ln y ésta, accptando los hechos probados y los fundamentos de
0\.'1"<:'..'h05 de la de instancia. desestimó el recurso v confirmó la recurrida.
El fundamento oc d(T~'('ho único de la prccitadá resolUCIón afirma que
('rro(xdc la confirmación de la sentencia absolutoria. pues de los hechos
I.kcbraJos probados se desprende que el 'accidente fue debido a culpa
c,dll'ii\"a de la víctima».

J. La demandante de amparo afilma que mientras la scnH'n,'ía de
¡n<;¡~¡ncia fundamenta su fallo absolutorio en la thlta de prueba suficiente
sobre los hechos. la de ,¡pelación lo basa en que el accidL'nte fue dehido
a la culpa exclusiva de la víctima, lo que conllna la inviabilidad dd
Auto de responsabilidad d ... il objetiva.

Se dirige así. el presente recurso de amparo exclusivamente- wntra la
se-ntencia de segunda instancia, pues:>i en la prime-ra se-lltcncia, donde
se practicó toda la prut'ba, no se dt'c1aró por el juzg3dor quc 1,'1 ,ll'Ci(knte
fuera causado por culpa exclusiva de la victíma y, en la vista de la
apdac¡ón. ni el MInIsterio Fiscal ni la parte apelada alt'garon este
1\lOt]\'O -ya que se Ilmitaron a pedIr su confirmación-. d JUC'1 sUPLTior,
al introducir esta ('ausa de producción del accidellte sin qut' nadil' lo
ll;lya pedido. ha agra\'Jdo la situación dI..' la única re('um:nk. quien tiene
y \(' cerrada de hecho la via civil para poder rcsan.'irSl' ele los pcrjuicios
sufridos.

De otro lado. los hechos oieron origen, en su inicio. <! 1::Is dilígen('ia~

prn!;lS núm, 1.225/86. seguidas- en el mismo Juzgado dc ln"lnlcción
qUI' (anorió de la :J.pdaciün. quien remitió las aetu3nonc<;, al ('ntOf1CCS
JUlgaJo de Distrito por si los mismos eran constitutivos dI.: falta. ,Es
eYldente. pues. que el propio JUlgado advirtió indIcios de reponsablJ¡~

dad penal ya que, de no haber sido así y de estimar que d urud('nt" fue
producido por culpa c_xdusivu de la \'lctima, debió ordenar el archivo
,,k las actuaciones y no su prosecución por los Irámites del jU-iClO de
f;:tltas.

Agravando la sentencia de apelación la situaóón de la única
n.:cunCilte se -vulnera el <:Irt. 24 de la Com.ti1l.xión. que incluyl.: la
prohIbición dI,' la rcj':mllQ¡io in pe/liS, faceta ésta del derecho a 1:1 tulda
Judicial efectiva que, según rci1l'r:lda jurisprudencia de ('\le Tnbunal
C<lns!itllcional. cs perfcctamentc aplicablc en los iui(-io~ de taltas.

Tl..'rmina suplic:1ndo de este Trihunal que \c 'diue sentencia otor·
gando 1.'1 amparo solicitado, dedan' no haber lUl'_.'l.r a ddermin¡¡r que d
aú·it.lcntc fue debido a culpa ndusiva de la- victima y, ni qucdar
ddiniliv¡¡mentc jUlgado. sc dictc Auto de rcsponsahilidad civil objcliva
¡¡ l~l\or J.: la demandante, tal y como se dec!anba en la primera
instancia,

4. Por providencia de 17 de mayo de 1989 la Sala Primera -Sección
Sq;unda- de esle Tribunal. acordó admilir a trámite la demanda de
:Jmparo formulada por la Proeur;J,dora señora Blanco Fernzindez en
nombre (k doña Maria Magdalena Domínguez de Migud y, a lcnor de
10 dl<'PllC<,10 en d art. SI de la LOTe, requerir atcnt<1menlc nI Juzgado
de DI<,lrito núm, 30 de Madrid y al Juzgado de Instrucción núm, I de
dicha capital para que, en termino de diez dias, rcmitlesen. respectiva­
mente: lestimonio del juicio de faltas núm, Ll~4!86 y de! roUo de
,lpe];h:lón 122/87, interesando. al mismo tiempo. que 50e emplazase a
CllJntéls fut"ron parte rn el procedimiento, a excepción dd recurrente,
pZlra que en el pl<lzO de diez dias pucdan comparecer en este proceso
constitucional.

'5. Mediante escrito registrad(l en este Tribunal el 25 de juliQ de
19S9 compan.'Ció el Procurador don Fernando Gala Escribano en
nomhri.' y representación de don Mariano Pacheco F~ura, pancapdada
en el proceso judicial, y en virtud de providéncia de 18'de ~eptiembre.
de 1989 la Scníón tuvo por recibidas las actuaciones ,remitidas por el '
Juzgado dI.' Distrito fiI,im. 30 y por el Juzgado de Instrucci(m núm: 1. de
\Lldríd. e igualmente. por" personado y parte al expresado Procumdor
comparecído. A tenor de lo dispuesto en el art, 52 de la LOTe, en la
misma providencia. se acordó dar traslado de todas las actuaciones.. por
pl::llo común de veinte días. al Ministerio'Fiscal y a los Procuradores
pcrso:n:.ldos para que formularan las alegaciones que a su derecho
conViniesen.

6. EllO de de octubre de 1989, el t-.linistcrio FiscZll formuló escrito
(k ,¡kg:¡cioni.'s en el que. tras un breve resum('n de los hechos, pone de
rL'liC\e qw.: el problema planteado en el presente ;¡mparo radica en
dilucidar si la situación de la parte apdante en el proce'i-O judiCIal es o
no pCOl' d('spll(~s de la Sl'ntencra dictada'a instanda suya por el J uIgado
de Instrucción, .\.l respecto: tra\ afirm:lr ln <'lplícahdid:ld de la prohibi­
n,m de la <.¡rL'formatio ín pelUs» al jUIC'lO dc faltas scgun _SL' ha l'I:conoCldo
dc'sd~' antiF-uo pur estl' Tnbunal. adYlerte- que la apdaclon dc una unlca
p~:! t,' !lO puede conducir a unos r~'suIIaJos que eSlén t·n cnntradil.yión
(o:, ~u propiu in1L'n's. pt.'ro qUL~ el interes dt.' cada pan\.' no ¡kpendc de
Sl~ (\p!nlón. Sll10 qu(' deriva d..-: la Ley. por lo que nm\íL'f1c dC'lIn1:,ar nl:l!
pu·_'Jc Sl'r d efecto de la sentencía impugnada,

La illlSma no excluye que se dlctc Auto t.'jeeulÍ\"o de f('spons::¡blltd3d
(i\i! pues la sentencia d(' apelación conlirma en todo la del juzgado de

_ Di<,tnto. Por ello, el temor de la· recurrente pUt.-de dd:1erse a qU(' la
declaración de culpa exclusiva de la victima puede perjudicarle en la vía

ti\ il. El Auto es ejccutivo ~ se h,l dictado en un proc('dimicnto surnnrio
de t31 naluraleza y_ si bien es (icrto qm' cabe su posterior revisión en
juicio declarativo ordin<Jrio.es jurisprudencia conslante que no produ·
n'n efectos de n)S,1 jUípd¡:¡ las declaraciones dcetu3uas cn un proceso
penal rt'spt,'('to de otro civil.

Por otra parle, la segunda s('ntencia esla llamada a ser ejecutada y.
como ha declarado este. Tribunal. !as scnlcntias han de I!c\arse a cabo
en sus propíos t0-rminos, cnt:nJicndo por tales los del faJIo.

En conse~:u('nü:l, es opinión del Ministerio Fiscal que no cx.iste el
cmpcor¡¡micnto temido y alegado por cl recurrente. por lo que inter~sa
que se dicte o,cntencia denegando el amparo ya que no se ha produndo
lesión de los derechos fundamentales que apoyan el recurso.

7. En la misma fcch:J. de 10 de octubre de 1989 presentó su escrito
dc alegauones la demandante, quien, tras resumir los motivos de su
r('curso, comidcra que la SC'nlcnci:.¡ de \('gunLia instancia incunc en
in..'ongrucn~'¡a al aceptaL de un lado, los hechos pmbaJus y fundamcn·
tos dl' la apelada y declarar deSpués. en un fundaml:nlo de DCfe.::-ho, la
clIlpn ('.\elusl\a de la \lcllma. Además, sin prcll.'nsión de parte alguna,
el .Iua supcri{J[ ha proúulldo una extralimitacíón que vulnera la lutda
cfl'c!Íya y las garantias proú'saks de la rCCllrren~e. dando lugar a una
I'cláf!1,l//(! Í!I ¡ll'iltl" Cti\O cfl'cto inmediato ha sido que la compania
aseguradora del \c!liClIíu n.mducido por don fl-lariano P¡¡chceo f('húsa
h'F:l'r Cll'cti\O el aUlo de respom;.¡biLdJd Clvil objdi\'a dIctado por el
JUlgado de Distrito. lo que la (oloc<1 en situación de- total -desamparo.

Concluye rcllcrar¡do j;¡ súplica u(' su demanda.

8. El 11 dI.: octunre de 1989 formuló escrito de a!c-gaciones la otra
p;lrte comparecida en este proc'-'so, don \h:f1ano Pachcco Faura. En el
senula que hJY que p<:irtir d~' 1:1 hJ50e de que ninguna respon"abilidad ~('

ckduce de las "('nlenei::!s de H\stanna y apelación contra el, y que la
rd;,:r~'nc¡:l <.1 un ;nllo ck rc~;pon~,;¡b¡]i(bdobjLllva no dice naJa r:n Olar¡10
a la \<¡!uración dl~ los hcdws, ya que d propio Juu do:-herá tener en
cu,-'n!:l la cobbora..'lón (k la vi(tima en su propIo accidente para
est;lhL.. cl'f, en el aulo, la t:l11tid;¡d JlJ.ixím:l a reclamar. .

El .IUl'/ de Instru\:Clúll, en ap;:!aciún. tiene plena capacidad para la
aprL'L'i;¡('lÓll de la" pruL'h:h \ \-;¡!(lraClón de bs <lkgacionl.'s de las partes
y asi no dadó en manit:''';!;¡r la t.'ulpa ('xdusi\a de la viclima en el
accid('nle. porque. afirma, lns juicios de faltas ((110 ~e rigen por el
principio acusaturúm y el Jueí dc la apelacion tiene llbertad oc
,lC1U<lción sin "ometl'rse a ln<, dCSUlS del apelante.

La recuTrenle ftlC' amparada correctamente y ha ohlenido.. la tU1('1<I
cfec!i\-;I de sus derechos. fuc la misma qUien ¡¡npidíó, con su apdaclón,
b firnh'7J de la scntl'nci¡¡ del Juzgarlo de [)lstnto ~. al no tener el Juez
(k apc1aciún HJinlltada :.u tkClsion por IJS pn:lenSIOlj~'~ de las parleS».
ha d ... diClar selllt.'1Jcia C\aminal1l.lo y vaJorando los hechos y la" pruebas.

/\.firma. por olro !:Jun. que «no existe inlenliCtion npresa de la
I'cf("./IIcli/1) in II('IIIS en los juicios de falt;)sl>. y en todo caso no se
demuestra que tal ~'lrcun:.1Jnci:1 se haya prudut.'Ít.lo, PlKSto que aun en
d "upuesto dc que se hul--icra Jirtadú auto de fI.'sponsahilídad objetiva,
dif:l'ilmcnte podría haberse r"Oejado c1I11idaú ¡¡lguna en éL ya que la
{'obbor:¡ción de la vk'tima t'rrl (~vid(>nte en su propia muerte. lo que
limita el a!cuncc lit' la cantidad qU(' pudiera corr('sponder a los herederos
\ pL'rjudlL'ados. .
. Por lOdo lo expuesto termina suplicando que \c dicte rCSDlución que
dC('!<lft.' no habcr lugar al amparo ~olidlado al no exístlr vulncraclOn
alguna de la ConstÍluci,sn,

9. _ Por providencia dd di:} 11 de febrero de 1992 se sl.'ñaJÓ el dia 14
dd 'n1l',mo mes 'y al10 para la deliberaCión y votación de la presentc
sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

l. El presente rccurso de amparo tiene por objeto decidir si la
~('lltCIl(¡¡l dit.:wda por el Juzgado de Instrucl'ión mim. 1 de Madrid. en
apelací6n dc un jmcio de faltas por an:identc de {ralic:o en el que resultó
mut'rto uno de los conductores. al afirmar en uno de sus fundamentos
jurídicos que el accidenll' se produjo por culpa exclusiva dc la víctima
contradiuendo los hechos prob3dos de la senlencia de 1nstancla, que la
de apL!zL:ión ha admitido como \'álídos. y sin que tal extremo fuera
pu-liJn Iwr la recurrL'nh' ni por ninguna de las p:J.rtes dd recurso, supone
\111;\ 1',"',lii'wrio i¡¡ ¡J('tl/<" dc la sClltencia apcbda que agrava la situ'-Ki0n
de' l,l uniul recun("lle. viuda dd falkcido. qUien ve cerrada de hecho la
\ ¡a(Í\il par¡¡ podn rcsJrcir.sc de los perjUiCIOS sufridos por. e.l siniestro.

Como ya ha tl'nido UCJ<;i(Jn de poner de manifiesto cpn ante'riufl­
(Lid c~\(' TribUDJ.l (pur tuda,>_ src ·17/1'-189) la plühlhicón dd a
r,l,illlh;fi"-I!; f'UiI\ C'" tina 111anifL'<;t:ción di..' la inlenJici.IÓn de md<'ll.'n­
<'i,." {j1:L' 1~i.'(nHlC\' el ;:rl. ~..j ('_L." Ima prI'Y'-'ú'ión dc'b conr'w.'n'_'ía ,:n

l'l '-'i.'gtl!~J;¡ ln<;\;l1lcí;:. !.t clIal, Inc-!uyc h pl-"hih:¡'i<'¡n d~' quc d Ó;-.i!?llD
juón:l! ,1<.' Ij!¡¡'!1! C\cc.:!;¡l(,,, 1Itil,!;:S en t.¡CL' V!;:IlC formu!a~ia!¡¡ ;.;pd-'¡~iÚn

<:ll'Ürd;;ndo una JgrJ\JuorJ de lJ ~cnl<.'nCla ¡'{:curnd3 qlll.' taIga ong.'~n

ndu,:>i\o ,.:n la prl)pla mk'rpcski0n dd r~'Ctlrsü. D~~ e\!a manera, el
recurso de apclaci0n d"limita la pretensión concreta de la segunda
in<;t;llh-ia. con la prc\ ¡síón de los temas o puntos que plantea. que
cnmarcan y predeterminan el alcance de la decisión del Juez superior,

. '
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fuera de lo cual no puede actuar éste agravando la situación del apelante,
salvo que frente a la pretensión del mismo se hayan sostenido otras
pretensiones de la parte apelada (STC 15/1987), dentro de cuyos límites
objetivos y subjetivos de las pretensiones y ambas partes, apelante y
apelada, ha de quedar delimitada la actividad decisoria del órgano
jurisdiccional ad quem, quien no podrá gravar más la situación del
recurrente de lo que ya lo estaba en la primera instancia,

la vigencia de este principio y su aplicación a las apelaciones de los
juicios de faltas. aunque sin un precepto legal ordinario que así lo
disponga, ha sido reconocido reiteradamente por la Jurisprudencia de
esle Tribunal (entre otras., SSTC 54j1985, 84j1985, 115jl986 Y
202/1988) que, además de otorgar dectividad al principio acusatorio en
este tipo de procesos, ya declaró que c1 derecho a la tutela judICial
c!l'ctiva puesto en relación, por un lado, con el deber de los Jueces y
Tribunales de actuar con independencia e imparcialidad y, por otro, con
!a obligación de que exista en cl proceso penal una acusación, determina
la exigencia constitucional de evitar que el Juez actúe como parte en el
proceso contradictorio, Sometido, además, el juicio de faltas a una doble
instancia no puede el Juez superior actuar agravando la situación del
apc1ante, con violación del axioma lanlwn apellall/m, lanrum del'O!lIlll,
por todQ lo cual no puede cl Juez ad quem, de oficio, imponer superiores
sanciones o mayor número de penas o crear o ampliar el contenido de
las indemnizaciones establecidas por el Juez a qua, salvo si concurren
.otras partes_ apelantes que con sus peticiones permitieran efectuar una
decis.ión de superior contenido, pues, aunque la apelación se considere
un JW1'UIn íudícium, la revisión que supone debe encuadrarse dentro de
las pretensiones ejercitadas en la segunda instancia.

Por su parte, las SSTC 15/1987 y 202/1988 ya, afirmaron que
«también en lo que toca a las indemnizaciones por daños resultantes de
delito o falta rige en el ámbito penal la regla prohibitiva de la reformatio
in pl'ÍII.D)..

3. Se hace preciso, pues, ala luz de la antcnor doctrina constitucio­
nal, examinar ahora si en el caso- enjuiciado ~c ha producido en la
sentcncia dc apelación una reforma peyorativa de la primera instancia
ni declararse en la misma que el accidente de circulación, en el que
fallcció el marido de la demandante, fue causado por culpa exclusiva de
la víctima, ya que tal afirmación ni formaba parte del contenido de la
sentencia de instancia -que, por el contrario, declaraba qued accidente
fuc producido por causas desconocidas-ni fue pedido por fa recurrente,
ni fue' solicitado por las partes apeladas, quienes se limitaron a instar la
confirmación en todos sus extremos de la sentencia apelada.

Argumenta la actora que dicha declaración agrava la situación de I;i.
única recurrente, Que ve cerrada la vía civil para resarcirse de los
perjuicios causados, y conlleva la inviabilidad del auto de responsabili­
dad civil objetiva, que el Juez de Distrito dispuso que se dictara una vez
firme la sentencia. Por tnl razón es conveniente dcterminar el alcance de
una y otra resolución -en primera instancia y apelación- para así poder
concluir si la segunda 'sentencia agrava rcalmente la situación de la
-rccurrente de manera tal que pueda suponer una reforma peyorativa de
la dictada en primera instancia.

4, La prohibición de la refonnalio iftpt.'ius constituye, como se ha
dicho, la manifestación del principio constitucíonal de congruencia
(implícito en el derecho a la tutela) en la segunda instancia, Dicha-­
prohibición se erige, pues, en úna garantía procesal consistente en que
los pronunciamientos de la sentencia apelada, no impugnados por
ninguno de los litigante~, han 4e quedar fuera de la función revisora del
órgano judicial de segunda instancia, de tal forma que el apelante queda
a salvo d~ la posibilidad de que la sentencia de apelación exceda de los
lfm¡tc~ en que formula su recurso y, en consecuencia, Que este no servirá
de cauce para que los pronunciamientos de la sentencia que le son
favorables se revoquen en su perjuicio.
_ . En el proceso penal son las conclusiones definitivas el acto procesal,

a través del cual se determina «definitivamente) cl objeto del proceso
pcnal;'cl) consecuencia, la sentencia penal ha de resolver sobre las
conl'!usiones definitivas de las partes (STC 91fl989), Asi, en el presente
juicio de faltas que dio lugar al posterior reCurso de .apelación, el
Ministerio Fiscal solicitó la absolución del conductor del camión y que
\C. dictase auto de responsabilidad civil objetiva a favor de la deman­
dante. La acusación particular, por su parte, intzresó la cond\:na de
dicho conductor y pidió una indemniz.'lción a favor de 'a perjudicnda de
8_661,299 pesetas má~ la de 60.000 pesetas por los danos y. en fin, la
defensa de don fl.'lariano Pacheco se mostró conforme con la calificación
del Fiscal y pidió la absolución de su representado.

De dichas condusiones se deduce, de un lado, que' la acu:)ación
panicular, en represcnUlción de la recurrente, ejercitó ia .lcciún penal y
civil dentro del proceso en los términos previstos en los arts, 110 Y 112
de la L.E.Crím., y de otro, que tanto el Ministerio Fiscal como la defensa
pidieron la absolución del conductor del camión sin imputar responsabi­
lidad .alguna en el accidente al conductor fallecido. De aqui que la
sentencia del Juzgado de Distrito, en congnlcncia con las peticiones
formuladas, pronunció una sentencia absolutoria ordenando- que 'ie
dictase- auto de responsabilidad civil objetiva por considerar que se
desconocían las causas originadoras del "1Oiestro,

No conforme con tal Sentencia, recurrió en apelación exclusivamente
la acusación particular. sosteniendo su pretensión de condena penal y­
civil, a la que se opusieron las demás partes -ninguna de las cuales se
adhirió a la apelación- quienes pidieron la confirmación de la Sentencia_
Por su parte, el Juez de Segunda Instancía, aunque confirma la
Sentencia. introduce una declaración nueva y no pedida por ninguna de
las partes: Que el accidente se produjo por {(culpa exclusiva de la
víctima». De tal manera que, aun cuando el Ministerio Fiscal y el
acusado no habian apelado la parte civil dispositiva de la primera
mstancia y habian soliJ.:itado, en la segunda, la conformidad de la misma
y sin perjuicio de que la resolución, recaida en segunda instancia,
declaraba que «se aceptan los hechos probados y, los fundamentos de
derecho de la Sentencia apelada))~ dicha SentencIa vino a alterar los
términos de! debate procesal resolviendo un problema y una cuestión
jurídica que no habia sido planteado por ninguno de los litigantes. Por
consiguiente, forzoso es concluir ·en que la Sentencia recurrida en
amparo ha incurrido en incongruencia eXTra pctita por cuanto el órgano
de la apelación se ha pronunciado sobre algo dístinto de lo que
constituia el objeto del recurso, del.:laración que, además se efectúa sin
razonamiento alguno e incluso en manifiesta contradicción con su
propia afirmación de aceptar los hechos probndos y fundamentos de
derecho de la primera Sentencia,

5. Paniendo, pues, de la existencia de este vicio de incongruencia,
preciso es examinar si la misma es generadora de alguna infracción
constitucional, por cuanto sólo alcanza esta relevancia aquella incongru­
cencia que además produce indefensión a las partes (SSTC 34/19~5,

86[1986.8[1988 y ATe 407[1989 entre otros).
El art. I del Decreto de 21 de marzo de 1968 por el que se aprueba

el texto refundido de la Ley 122/1962. de 24 de diciembre, sobre uso y
circulación de vehículos de motor, disponía que el conductor de un
vehículo quemn motivo de la circulación cause daños a las personas o
a las cosas, estani obligado a reparar el mal causado, excepto cuando se
pruebe que el hecho fuera debido a culpa o negligencia del perjudic;:ldo
(dicho precepto fue derogado por el Real Decreto-ley 1.301/86). Para
exigir el cumplimiento de tal obligación de indemnízar, el perjudicado
o sus herederos tendrán acción directa contra el asegurador dcl whiculo
que ha producido el duna, hasta el limitt, del seguro obli.,gatorio (art. 4)
y, por su parte, el asegurado sólo quedará exento de esta obligación si
prueba que el hecho no da lugar a la exigencia de responsabilidad -civil
conforme al arL I (art. 5), .

En el orden procesal, el texto refundido de la Ley de 24 de díciembre
de 1962 prevé que, cuando en un proceso penal, incoado por un hecho
cubierto por el seguro obligatorio, se declare la reb.eldía del acusado o
recayere Sentencia absolutoria, si el perjudicado no hubiere renunciado
a la acción civil ni la hubiere reservado para ejercitarla separadamente
(tal como acontece en el caso ahorn enjuiciado), antes de acordar el
archivo de la causa, el Juez o Tribunal que hubiera conocido de la
misma dictará Auto en el que se determinará la cantidad líquida
máxima que puede reclamarse como indemnización de los danos y
perjuicios sufridos por cada perjudicado, amparados, por el seguro
obligatorio (art. 10), Dicho Auto, que tiene el. caráder de título
ejecutivo, es suficiente para instar la demanda que puede abrir el
proceso sumario ejecutivo previsto en los arts. 1.440 y siguientes de la
LE.C, en el cual el asegurador puede oponerse a la ejecución, alegando,
además de los motivos autorizados en los arts,- 1.464 v -1.467 de la
LE_C., los señalados en el art. 1 de esta Ley (3rts, 15 y 18): entre los Que
se encuentra, como hemos dicho'- la de haberse cometido el hecho
mediante culpa o negligencia de la víctima.

En consecuencia, la declaración efectuada por el Juzgado de Instruc­
ción, al resolver el recurso de apelación, relativa a que el accidente se
produjo por culpa exclusiva de la víctima, no sólo puede suponer un
obstáculo para que se dicte el Auto de responsabilidad civil objetiva
-aun cuando aquí dicho extremo no se ha producido por cuanto consta
de las actuaciones que el citado Auto fue emitido el 22 de noviembre de
1988-, sino que podria servir de base para fundar una oposición de la
aseguradora en el juicio ejecutivo correspondiente ya que la misma
constituye una causa de exclusión de la cobenura del seguro'obligatorio.

6. En definitiva, este Tribunal no puede sino constatar, desde ef
examen de la resolución impugnada y el de las actuaciones, la indefen­
sión material que se fe ha generado a la recurrente corno consecuencia
de la declaración de culpabilidad exclusiva de la víctima efectuada en la
resolución recurrida, toda vez que, acumulada la acción civil a la penaL
dimanante de deJno y, efectuada dicha declaración, CCln manitiesto!;
efectos prejudidales en la jurisdicción civil, al faltar causa alguna de
nacimiento dí..' la obligación de resarcimiento (desterrada, incluso, la de
la responsabilíd"Jd civil objetiva), se le vedan a la recurrente la
posibilidad de ejercitar ("on éxito ~u derecho a la tutela judicial
«efectiva» en el referido proceso sumario o en cualquier otro civil de
caracter declarativo, ,

Por consiguit~nl-:, la S~ntcn.cja impu~nada. ha oca~~onado a la
recurrente una mamfiesta sltuauon mate-nal-dc mdefenslOn. todo ello
como consecuencia dt~ la infracción de la prohibición constitucional de
la n:J(nJlalio In. pews, puesto que, si bien es cierto que- el órgano
jur:sdÍl.:cional de apelación es lJbre de valorar, tanto el resultado
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pro:1;¡¡orio. como la ¡,plicación de! DCft'cho ef~'('tuado por el JUlgador de
10stanciu. Iampow lo C~ menos que dkha rcnsión no es ab!>oluta, sino,
;lnll'~ bil.,'ll, tiene como limite el prin('ípio de l.:omrruencia. ¡f¡¡IJdo por las
;'rdcn~ion('s de las partes en la segunda in.,lao<:i3, de cntre las qm: no
<;l.' encontraba la re\ isión de la declaración fL'latiy¡¡ al nacimiento de la
acción civil.. la que ha quedado enervada como ('Olls('cucncia de aquel
prOTHH1ciamH:nto, ocasionado ex oll/CM. sm razoll~nlicnto o iUSl1íic<l~

(ión alguna y en Ihgrantc contradi...'ción con l:.t manif(,<,t:lción de
conformicad con los hechos probados que cleclúa la Sentencia impug~

nada. razones todas ellas que inexorablemente han de conducir a
dt'darar la \iolJ.<'Íón del dcn.::cho a la tulda del art. 24 y a la cstim~lCión

dd prc"cntc recurso de amparo.

FAl.LO

En nlenrión a 10da lo expucslO. el Tripunal ComlÍtl:clonaL POR LA
¡ORlDAD QUELf CO"'FIERE LA CO~STlTLU(j!\ DE L\ 1\AClO~

:\I'I\f;OLA,

Ha d:.::cidido

[',imcm.-Otorgar el amp:lro solJcitado por la Procuradora doña
1\l'Hia de bs ~lcrcedes Bbnco Fernándcz, en nombre de doña ~laría

\tlgJakna Dominguez de 1\1igueJ.
Segur..do,-Reconoi.'Cr el dcrl"cho de la recurrt'nle a que no se le e4use

indckn::.ion y a obtener la tutda judicial ef("cti\a.
TCl"i.wo.-Anular l;.-¡ Sentencia dIClada el 2. de diciembre de 1987 por

el JUlg~¡d0 de lmtr4cción num. 1 de il.1adrid. en apclación del juicio de
{;Jlta", núm, 1.114/86.

CUdflo.-O..:darar firme la Sentencia pronunciada por el Juzgado de
Distrito nLÍm. 30 de \-!acriJ d 9 de sepliembre de 1987 en el expiesado
jui~'JO de j;¡lt;¡s.

Puhliqlll''"-e (''>ta Senknci;¡ en el «801etin Oficial del Estadm~.

D;¡da cI? MadrId ;¡ ca10rec de febrero de mil novecienlos noventa y
dos,-Francll;,co Toma::. y Valit'l1te.-Fcrnando Gan:ia-Mon v Gonzá!cz­
Rt'gul.·ra!.-C:ld0~de l;::¡ \· ...'ga !knayas.-Je...us Leguina Villa.":Luis López
(JUlTr;l.-\'h:~'nlcGllnC'llo Sendra.-Firm;::¡do y rubricado.

EN i\()\1BRE DEL REY

SEt'TEt'CIA

al Dd ~;n. 24 C.E. I.:n cuanto !cgitima una lilis.:l la que no ha siJ,)
IbmaJo el p ...ri{h.!l~I;¡ autur d..-: la in,{)fmacit'lll, qu" e,-; el (:au~ante de la
conJ!Jcla ubj~'lU de la COlid¡;na. 10 que ':>uponc rOl' una parte que se
\·il.'lIm imposihililaJos de argumentar en conlra de la rt'sponsabilidad
qUi.' les na n!gida con ];¡" ra¿(mes que sólo er;¡n propias del aulOr no
J1'ilnado ;¡1 pleno. ) por oir.. , que ks es impmibk LJcrcer contra d la
;!cción de repetición.

r.) Del ~tn, 20.1. a) y d) CL al consid<:rar pn.:"al::cle el an. lKl
eL en Llbicr1:l contraJicciÓll"con la doctrina del Tribunal COl1!>titucio­
n.:ll (citando.11 n'"pcC{o las SSTC !Ocj/l9Só, 6/i qss y J()7/198&), dejando
de valurar la wr::ciJad in... ita en la afirm¡¡ción, la ~bsolula asepsia
informa ti \a. y su mjeró público. e ignorando, qm', a pesar dd tcnor
llh'ral del art. 20.4 c.E. no siempre y necesar-i;lmentc prevalecen los
den'cllos de l¡¡ person;¡lid~Hl sobre d derecho a la información.

d Del- un. 14 en relación al 24, denunciando una süpuesta
ilegalidad t'n la apltcaci0n de la Ley y ofreriend'.l como termmo de
comparación ia STS de 23 di.' marzo de 1987 en la, que según afirma y
antt.' una petición idé'ntica de re'ducción de la cuan tia indemn¡zatoria. SI.'

lkga ;¡ una solut'ión distinta a la de la Sentencia recurrida. En relación
l::mbién ¡¡ la cuantía indemnizatoria akgan una Suplicsta violación de]
¡ll'l. ~4 por re~ultar inmotivada.

Solicitan que se declare la nulidad de la Sentencia impugnada)
;~sjn1ísmo la ",uspCnSI(ln de su ejecuCIón.

4. Con fech~-¡ 7 de novicmhre de 1988 la Sl'('(,.'ión Tcrct.'ra dictó
pnn'idcllcia en la qUl.' con carácter previu a decidir ~o~rc la admisión del
f('('ursu de- amparo se ...olicilab;:¡ de Jos recunTntcs certificación ac-redlta·
ll\';} de la notificaCión de la n:5cúlución impurnada. a efectos del art. 44.2
LOTe.

.s. !\'l"d¡allle nu~\'a pm\'idencia de la S'.'cciún Terccra, de 23 de
dl~il.'m]':'I.' de l{,{o;:) se :lunJü tener ror rl'c;l~idJ b cenilicxjóll
ri.<illt'rid::t. \ en .¡plicacil)J) dd ¡¡r!, 50.::- de la LOTe conceder .1 los
dC;ll~\nd:.tnt(.'i en amparo y :1] \.Iinisleflo Fisca! el plazo comtin de diez
dLj~ p':lra f¡;rmubr aJcgadone~ en torno a la cJ.1'encia manific<,la de
conlenld ü <:onstttucional de la demanda (an. 50. L c) LOTCJ·

En el citado plaLQ el Ministerio Fiscal considera que no hay
\ ulneracion alguna del art. 24.1 por la legitimación procesal de la litiS.
al tratarse de un prm..edlmienlo civil y al no empecer la hipott.'llca

la flPlici;¡ publicada conslítuia una il11romi"ión ilegitima en el derecho
fund;¡mental ~l honor. a b llltJmld<ld pt'f<.onal v familiar y a la propia
im;)!.;cn v soli('it;¡ndo una mdemni/ación dt' 50 r11illones de pesetas para
cada mio d(' ello"" Los denundados :>olícit;¡iOn su absolución por
l'l1IcJJl.k-r qUl' la noi.icia no habia <.obrep,:¡s:ido 10<; limites de la libertad
de e,-!'r<:silm. El JU7¡;ado d~' Prímua l¡;q~.lnci¡¡ de F;:;]ma de i\1aJlorca.
p()f Sen[(:nc:~l dI.' 19 de junio de ]986, abslle!<.'e u los miembros del
Cumcjo ck'·\dministraciún del .hario y eqima la d':<11anJa en l~}dos sus
(',-trunos en rcLK1,)O a lo~ recurrentes de umparo. pero reduoendo la
j¡¡dUllJ117ación a la lJ.lllidad de 5,000.000 d'..' pe'>t'tas para cada uno de
l,ls ¡¡dan.s

r) Interpuesto recurso je ¡¡pdació!'! por toda,; Lis. p;.¡rtes PHKC'<l1cs.
];I\uJK'l1t'ia Territorial dl' p;clma, por Senti.'r".:'ia de ~ l de m;¡rzo de
l'l¡;;'. de~('Slímó el illte'-¡"dcsIO por los r~~currentl's de ;¡mparo y estimó
r,;¡ci;dmc'nle el mtzrpueslo por uno de los ~lctore~ y la única heredera
,k1 otro. f;,]kci<!o, a quien h:lbi;::¡ sustituido prt)c('"almcnte, elevando la
cntid;:¡d a inJemn¡ur a ('<loa uno de ellos a 1O.{i¡)U.OOO d~~ pesetas.

d) In!:rpllC'\to recurso de CJS.:¡clÓl1 pcr los recurrentes de amparo,
fl": dl.'sl'<;[im;:¡do por Scntcl1l.'in del Trihun;¡l Supremo. de 18 de julio d~
llJSS, nlll ncepClon i.k 10 n.'lCrcnk a la condena en costas, d\.' la
;ll".'bción.

3. La d-.,'manda invoca una triple vlo]auón ,1<.' derechos fundJ.mcl­
la!>:s:

Sala Segunda. S('l1tCl¡~'a 20/1992, JI.' 14 dele!>r!'nl de 1992
Red/no de amparo 16Y6/198,.,,, "PI"f'I/Sd Aura. S¡)(j(ylud
:~¡¡(;l1inw.". CO¡;{I'(1 5,-en{l'lIoa del Trihowi .)"lIrU'II!O ¡f(\n!i·
IIluh¡,ia p,.rciaimOi!(' de la Jlcrod<.l ('JI a¡y/,Icirin p)r la
.1i1dú"licia Turi{¡'¡i.¡! de Pa!llIa de .¡Ja/!,jlt'';, ,)"I'PilC.llt1
1;¡f¡!I'l"i.HiólI del den-l'!;¡) a d.'tllnt!ir lihren,'eme In1i¡l"In;UI,'/l'

Lc.\/(j¡¡ del dan!;" ¡¡ Ju inrimidud II(TSOIWI,\'Júl/l/lidr.

6225

En t'l reCUfS-J de amparo núm. l.69fi/l CJ i'\S. interrt.wHo por .,Prcmsa
:\ )\ a, S\i\.'¡ed~d :\núnim,m) don Miguel Sefra~·hgf;.¡nl'r, fl.'rrl'5entados
p,r don ·\rgllTmo Vi1zqucz Guilkn y asiHldos del L.::traJo s\.'f1Or
S;,nudb contra la Sentencia de b Sala Primera dd 1 rihunal Supremo.
Ué 1ti de jubo de 1%8. que ck<.estima P?rcialmcnte kl ~'¡\<,a,-'¡ón cllntra
i;; dh'L:da ,-'o apl.'l<1ción por la Sala Ul' lo (n'il dc la Audiend;l Tnrilnnal
eL- Palma de f\'lallorca, Jc 21 de mar/u dc 19¡;;7. que nwdifica
p,;:-.:';;:!mcnle la diu;.¡da por el JUll.:;~do de Primera 1n<.!¡H;eia mimo ... de
F,.lma. dI.' 19 de junio Je 1%6. fI:m comparecido quient's fueron P;¡rlC
L'11 d ~'¡Ü~L'SO y el ~linisl('ri{\ Fiscl! y ha 51do Ponente el \l.-lgi<tr<ldo (1..)11

f-r;;llciscl) Tl~m:is ) Valiclltl." quien c'\presa el r;¡rú·e' dI.' la Sala,

La S:¡l;::¡ Primna del Tribun~l ConstilUci0T1~L comptlt'';t::¡ por don
P'-;ipci'i\'o Tomás \ Valicnte, Prl'sid:'::l1h:. don Ferr::::ndo García-\lon y
C;oll/;¡kl-Rq;un;¡L don Caíl{~s dI.' la Vega lkna~¿:¡s, {km JC'~ús Lq;uina
\ ,1:". dün LUl~ Lopel GUlTra \ I.fun \'Kl'nk G¡meno Scn..:lr~" \1:lt'-i~tra-

(tl)<;. ha pl~)IJUlH:iadu . -

1. El 26 de Gl'turre de 1988 tuvo entradu rn el registro de este
Tnbun;¡lul1 c-scrilO de don Arg:imiro Vjzquc¿ Guilkn, ProcUf:ldor de los
Tl'lbull;¡J('S. que en nombre} repres,::ntación'de ~IPremsaNova, Sociedad
.,\núnima.~ y de don Miguel Scrra ·\lagraner. interpone recúrso de
amparo conlra b Sentcm:ia de la Sala Primera del Tribunal SiJpn'mo, de
18' e!L Julio de 1988. que dClles-tmla- p;lrcialmente la casación y corrfirma
b uJl1dcna a los r~~currt'n\es al pag(~de una determinada cantidad como
-Lon\~·~ul.'nciade un procedimiento civil de protl.·('l.:"ión jurisdiccional del,
hon(\r. la intimidad y la propia imagen.

Lo.. hechlJs en 105 que <;.e fundamenta la JC1:1ar:(i:! de ampjro
VllL en sinlC'sís, los siguientes:

~) El diario de inform:h:ión gelll.'r¡¡! ~~Bak~an's»:,editadn y dIrigido
rC-j'l'l'\!\ amente pr,r IDs rl'CU1T('ntes de nmp:uo rubllcó en L: SeCClf)fl de
~.un.:sus de ';tI lAh.wn dd día 15 d'2 febrero de 1{¡:SD, un suI.'!¡o <;.10 firma
b:l-,O cLutulo «l:n :uqunceto p:llmes~mo con Sl[)·\» del SigUIente tenor
!ftna!:

IIEl cuarto C15{) que ~(' produce ~n t-.bll'.lrca de! Sindrqme de
ll1ll1ur,odc-iiCll'nna Adquirida. lo p;¡dccc un arquiteclo p:llm""anü. quien
c<m\'i\'ia lk:-d..: hace algún tiempo ('un olro comp<iJ1l'fO dc prok'"-ión.
C\¡~¡j:l!1. -\\ p:lre,'l'L el enfermo eo;;: L.V .. de IrrinJa \ nlit.'\l' .:lnO\ de ('Jad
Lo\ f'::CU!l.ni\\ls C's1,in d~'(I\,:\lldo distintas prud~~js ;;1 compaiJ\.'f(l de
'-1\ i':'lllb dd cnfe-rmn pJra comproh.:lr ~l L'qe ".¡mb:l'n P:1J..'CC el
"ind!'eme.)}

bl Don Lorenzo \'allé~ Gual y don Jaime Roif:d Pou ejerCIeron
aCClon "oh,e pH1ll'cción juri~dlCtional de derechos fundam('nt¡lles contra

- l'l~ ahora n:::currel1k's en amparo )" ~uhidiariamcllle contra lodos los
Fllembros- del C'Ofl'>'l'jO de 'ldmmiSlración dd pcnúd¡co por :.::ntendt·r que


